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Provincia de Buenos Aires

Honorable Cámara de Diputados

PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la

Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

Dirigirse al Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires y por su intermedio al Ministerio de Infraestructura a fin de que informe sobre ciertos aspectos vinculados a los aumentos tarifarios dispuestos por el decreto 1479/08 y resolución 381/08 respondiendo el siguiente temario:

1. Informe sobre el estudio técnico-económico o de rentabilidad que haya fundamentado el aumento de tarifas de peaje que actualmente se están cobrando en las concesiones de las rutas provinciales N° 2 y 11 conforme a lo establecido mediante decreto 1479/08 y resolución 381/08
2. Informe pormenorizadamente la serie de los valores en juego de la relación beneficio del usuario y la tarifa de peaje, discriminando con relación a cada estación de peaje por año y el tipo de usuario de referencia por categoría, por ejemplo: automóvil, ómnibus, camión etc.

3.- Informe la serie de los valores de la relación ingreso del concesionario y el costo invertido discriminando por año respecto a  cada sección del camino correspondiente a la estación de peaje de cada una de las concesiones de las rutas antes mencionadas. 
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FUNDAMENTOS

El Poder Ejecutivo Provincial mediante decreto 1479/08, del 22 de julio de 2008, dispuso el aumento tarifario de los peajes correspondientes a las rutas Nº 2 y 11, delegando al Ministerio de Infraestructura su instrumentación (Resolución N ° 381/08), a partir del primero de septiembre del corriente.

El ajuste de las tarifas de los peajes representó un aumento entre el 30 % y 70%. Este se articuló mediante un esquema de tarifas diferenciadas los fines de semana y feriados, según una resolución del Ministerio de Infraestructura y Servicios Públicos Provincial.  

La Ley provincial Nº 9.254, que autoriza el otorgamiento de concesiones de obras con peaje, señala que el Poder Ejecutivo Provincial debe contemplar dos requisitos a cumplir en lo que se refiere a la tarifa:

a) Que el nivel medio de las tarifas no podrá exceder al valor económico medio del servicio ofrecido.

b) La rentabilidad de la obra, teniendo en cuenta el tráfico presunto; el pago de la amortización de su costo; de los intereses, beneficio y los gastos de conservación y explotación.

Por ello al solicitar los estudios técnicos económicos o de  rentabilidad  de las tarifas se intenta analizar su viabilidad y en caso de que sean irrazonables arbitrar los medios tendientes a obtener su reducción en aras de propiciar el máximo beneficio remanente para los usuarios.

Las modificaciones contractuales o regulatorias que afecten las tarifas, las inversiones, los subsidios y/o las rentabilidades empresarias, deberán ser fundadas en estudios técnicos económicos o estudios de rentabilidad tal como lo establece el decreto ley 9254/79 mediante su artículo 2.  Que, prima facie, no se verifica la realización de tales estudios conforme lo que se desprende del decreto 1479/08. 

En definitiva, se trata de esclarecer cuales son las bases para el cálculo de las tarifas y, por ello, controlar que sean aplicadas de conformidad con los correspondientes contratos y el marco regulatorio sectorial
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El aumento de las tarifas en las concesiones viales correspondientes a las rutas n º 2 y 11 no puede llevarse a cabo mediante un ajuste automático sin tener en cuenta tanto los costos reales incurridos y previstos como asimismo las  tasas de rentabilidad obtenidas.
El valor económico del servicio ofrecido está representado por los beneficios o ahorros en costos de transporte que reciben los usuarios en razón de las obras de mejora vial que realiza la empresa concesionaria, sobre la ruta o rutas concesionadas. Es la contraprestación económica que recibe el usuario por la tarifa que paga en virtud de lo cual representa el tope máximo para la tarifa a cobrar y esa es la razón por la cual lo establece la ley.

 Por lo tanto, interesa saber el beneficio o ahorro en costos de transporte del usuario, para lo cual se trata de discriminar por cada estación de peaje y la determinación correspondiente por tipo de vehículo,- es decir, para autos, ómnibus y camiones -, y para cada año de la concesión.

Esto es así por cuanto los ahorros a comparar con las tarifas varían en cada estación de peaje, según se trate de autos, ómnibus y camiones y según el año de la concesión. En efecto en cada año, en la sección de camino que corresponde  a cada estación de peaje, se realizarán distintas obras de mejora que impactarán de manera diferente en la producción de ahorros en cada tipo de vehículo.

La ley provincial pide que en la determinación de la tarifa, se tenga en cuenta la rentabilidad de la obra. En este caso, por tratarse de una obra concesionada, se refiere a la rentabilidad del Concesionario. Esta surge de la Ecuación económica-financiera de la concesión. La misma está dada por la Tasa Interna de Retorno, donde la corriente de ingresos es la serie de recaudaciones anuales obtenidas por el cobro de las tarifas de peaje, y la corriente de costos, está dada por las inversiones del concesionario.

Interesa conocer esta rentabilidad, porque deberá ser suficiente para el concesionario, pero al mismo tiempo, sabiendo que cuanto menor sea, mayor 
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será el beneficio neto para el usuario, es decir el margen de ahorro entre el valor económico y la tarifa de peaje.

Es por esto que la rentabilidad de la concesión determina el tope mínimo de la tarifa de peaje.

Cabe señalar que el aumento referido se llevó a cabo sin que el Poder Ejecutivo Provincial llamara o convocara a una audiencia pública. Dicho mecanismo, sin perjuicio de no ser obligatorio en el marco sectorial, hubiera representado una posibilidad inmejorable de confrontar de forma transparente y pública las distintas opiniones, propuestas, experiencias, conocimientos e informaciones que los usuarios pudieran ofrecer respecto al aumento tarifario analizado. Ello no ocurrió, lo cual refuerza, además de los otros argumentos vertidos, el pedido de informes incoado. 

En efecto, conforme lo establecen los artículos 42 y 38 de las constituciones nacional y provincial respectivamente, se encuentran comprometidos por medio del aumento el derecho de los consumidores y usuarios.

De allí que esperamos el acompañamiento de esta Honorable Cámara para el presente proyecto
